
Modelo:   1 (D)

Este examen consta de 100 preguntas ordinarias y evaluables (de la 1 a la 100)
más 10 de reserva (de la 101 a la 110). Si el Tribunal acuerda la eliminación de
alguna pregunta de las ordinarias y evaluables, serán sustituidas por las de reserva
y en el mismo orden.

1. Según el artículo 162 de la Constitución española, ¿quién tiene legitimidad para
interponer un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional?

a) El Defensor del Pueblo.

b) El ministerio fiscal.

c) Toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo.

d) Las respuestas a) b) y c) son correctas.

2. Según el artículo 126 de la Constitución española, ¿de quién depende la policía
judicial?

a) Del ministerio fiscal.

b) Del Consejo General del Poder Judicial.

c) De los tribunales.

d) De los jueces, de los tribunales y del ministerio fiscal.

3. Según el artículo 22 de la Constitución española, ¿se reconoce el derecho de
asociación?

a) Sí, sin excepciones.

b) No.

c) Sí, pero se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

d) Sí, sólo se prohíben las de carácter paramilitar.

4.  Según  el  artículo  122  de  la  Constitución  española,  ¿cuál  es  el  órgano  de
gobierno de la Administración de Justicia?

a) El Consejo de Gobierno.

b) El ministerio competente en materia de Justicia.

c) El Consejo General del Poder Judicial.

d) El Consejo del Estado.



5. Según el artículo 8 de la Constitución española, ¿qué norma ha de regular las
bases de la organización militar?

a) Una ley ordinaria.

b) Un reglamento del ministerio competente en materia de defensa.

c) Una ley orgánica.

d) Un decreto ley.

6. Los Reales Decretos-leyes los aprueba:

a) El Consejo de ministros.

b) El Consejo de ministros, previa autorización del Congreso de los Diputados.

c) El Consejo de ministros, previa autorización de las Cortes Generales.

d) El Consejo de ministros, previa delegación del Congreso de los Diputados.

7. ¿Quién puede decretar la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes
Generales, de acuerdo con el artículo 115 de la Constitución?:

a) El presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de ministros.

b) El rey.

c) El presidente del Gobierno, bajo su exclusiva responsabilidad.

d) El Consejo de ministros, a propuesta del presidente del Gobierno.

8. De su gestión política, el Gobierno responde:

a) Individualmente ante las Cámaras.

b) Solidariamente ante las Cortes Generales.

c) Solidariamente ante el Congreso de los Diputados.

d) Mancomunadamente ante las Cortes Generales.

9. Según el artículo 109 de la Constitución podrán recabar la información y ayuda 
que precisen del Gobierno y de sus Departamentos:

a) Únicamente el Congreso de los Diputados y sus Comisiones.

b) Únicamente, las Cámaras y sus Comisiones.

c) Únicamente las Cámaras.

d) Únicamente el Senado y sus Comisiones.



10. ¿Quiénes tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en 
cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento de los
servicios públicos?:

a) Los ciudadanos.

b) Los particulares.

c) Los ciudadanos y las empresas.

d) Los funcionarios públicos.

11. ¿Cuál de las siguientes competencias pueden asumir las comunidades 
autónomas?

a) Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

b) Iluminación de costas y señales marítimas.

c) Obras públicas de interés general.

d) Sanidad e higiene.

12. En cuanto al sistema de distribución de competencias entre el Estado y las 
comunidades autónomas encontramos: 

a) Las competencias exclusivas del Estado, de acuerdo con el artículo 148 de la 
Constitución. 

b) Las competencias que pueden ser asumidas por las comunidades autónomas, 
según el artículo 149 de la Constitución. 

c) El resto de competencias, de las que la facultad o la materia no se menciona 
expresamente como exclusiva del Estado, que pueden ser asumidas por las 
comunidades autónomas, según el apartado 3 del artículo 149 de la Constitución. 

d) Todas las respuestas son correctas.

13. ¿Cuál de las siguientes competencias es exclusiva del Estado?: 

a) La asistencia social. 

b) La determinación de las fuentes del derecho, con respeto a las normas de 
derecho foral o especial. 

c) La determinación de las fuentes del derecho, excepto las normas autonómicas, 
en cuyo caso la competencia corresponde a la comunidad autónoma. 

d) Los puertos y aeropuertos deportivos.



14. El Estado puede transferir o delegar en las comunidades autónomas, mediante 
una ley orgánica, facultades correspondientes a materias  de titularidad estatal que
por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación. En este 
caso: 

a) La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios 
financieros y de personal, así como las formas de control que reserve a los 
tribunales.

b) La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios 
financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.

c) El Estado no podrá reservarse medidas de control, y tendrá que prever en cada 
caso la correspondiente transferencia de medios financieros y de personal.

d) El Estado tendrá que dictar las leyes que establezcan los principios necesarios 
para armonizar las disposiciones normativas de las comunidades autónomas con 
las estatales.

15. ¿A quien corresponde la competencia en materia de legislación procesal?

 a) Al Estado, como competencia exclusiva, incluida la ejecución en el territorio de 
las comunidades autónomas.

b) Al Estado, como competencia exclusiva. 

c) A las comunidades autónomas en caso de haberse recogido en los respectivos 
estatutos de autonomía.

d) A las comunidades autónomas en cuanto a la normativa de desarrollo.

16. ¿Cuál es la duración del mandato del presidente del Tribunal General del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea?

a) Un año, renovable.

b) Dos años, renovables.

c)  Tres años, renovables.

d) Cuatro años, renovables.

17. ¿Cuántos escaños le corresponden a España en el Parlamento Europeo en la 
actualidad?

a) 54.

b) 59.

c) 60.

d) 65.



18. La moción de censura de la Comisión ha de ser aprobada: 

a) Por mayoría de un tercio de los votos emitidos que representen, a su vez, la 
mayoría de los diputados que componen el Parlamento Europeo

b) Por mayoría de dos tercios de los votos emitidos que representen, a su vez, la 
mayoría de los diputados que componen el Parlamento Europeo

c) Por mayoría de tres quintos de los votos emitidos que representen, a su vez, la 
mayoría de los diputados que componen el Parlamento Europeo

d) Por mayoría de un quinto de los votos emitidos que representen, a su vez, la 
mayoría de los diputados que componen el Parlamento Europeo.

19. Señale la respuesta correcta. El Parlamento Europeo:

a) Solo tiene funciones de consulta. 

b) Solo es un órgano de control. 

c) Se elige por sufragio universal directo. 

d) Es el órgano encargado de ejecutar el presupuesto.

20. ¿A qué órgano debe presentar una solicitud de adhesión un país que solicite 
ingresar en la Unión Europea?

a) Al Consejo Europeo. 

b) Al Parlamento Europeo.

c)  Al Consejo.

d) A la Comisión Europea.

21. Según el artículo 50 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, ¿qué 
órgano designa el senador o senadores que han de representar a la comunidad 
autónoma de las Islas Baleares en el Senado?

a) El Gobierno de les Illes Balears.

b) El Parlamento.

c) El presidente del Gobierno.

d) La Diputación Permanente del Parlamento.



22. Según el artículo 31 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, la 
Comunidad Autónoma tiene la competencia de desarrollo legislativo y ejecución en 
materia:

a) De gestión de museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal que no se 
reserve el Estado.

b) De salvamento marítimo.

c) De régimen local.

d) De cultura.

23. Según el artículo 31 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, la 
Comunidad Autónoma tiene la competencia de desarrollo legislativo y ejecución en 
materia:

a) De publicidad, sin perjuicio de la legislación mercantil.

b) De agencias de transportes.

C )De espectáculos y actividades recreativas.

d) De ferias y mercados no internacionales.

24. Según el artículo 47 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, la iniciativa 
para el ejercicio de la potestad legislativa corresponde: 

a) A los diputados.

b) Al Gobierno de las Islas.

c) Al presidente del Parlamento.

d) Las respuestas a) y b) son correctas.

25. ¿Se puede crear un cuerpo de policía propio de las Islas Baleares?

a) No.

b) Sí, de acuerdo con la Ley de seguridad pública.

c) Sí, de acuerdo con el Estatuto de autonomía de las Illes Balears dependiendo 
del Ministerio de Interior.

d) Sí, de acuerdo con el Estatuto de autonomía de las Illes Balears en el marco de 
la legislación estatal.



26. De acuerdo con el artículo 6 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
bases del régimen local, las entidades locales sirven con objetividad los intereses 
públicos que les están encomendados y actúan:
a) De acuerdo con los principios de eficacia y descentralización. 
b) De acuerdo con los principios de descentralización, desconcentración y 
coordinación, con plena sumisión a la ley y al derecho. 
c) De acuerdo con los principios de eficacia, descentralización, desconcentración y 
coordinación, con plena sumisión a la ley y al derecho.   
d) De acuerdo con el principio de eficiencia, con plena sumisión a la ley y al 
derecho.

27.¿Qué norma lleva a cabo el desarrollo legislativo en materia de régimen local en
la Comunidad Autónoma de las Illes Balears?
a) La Ley 3/2003, de 26 de marzo, de régimen jurídico de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.     
b) La Ley 7/2010, de 21 de julio, del sector público instrumental de la Comunidad 
Autónoma de las Islas Baleares. 
c) La Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las Islas 
Baleares. 
d) La Ley 4/2022, de 28 de junio, de consejos insulares.

28. De acuerdo con el artículo 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
bases del régimen local, corresponde a las comarcas:
a) La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos.
b) Las potestades que concreten las leyes de las comunidades autónomas.    
c) Las potestades tributaria y financiera.  
d) La potestad de programación o planificación.

29. ¿Qué son las áreas metropolitanas?
a) Son entidades locales territoriales. 
b) Son entidades locales integradas por las mancomunidades de municipios de 
grandes aglomeraciones urbanas entre cuyos núcleos de población haya 
vinculaciones económicas y sociales que hagan necesaria la planificación conjunta
y la coordinación de determinados servicios y obras. 
c) Son entidades locales integradas por los municipios de grandes aglomeraciones 
urbanas entre cuyos núcleos de población haya vinculaciones económicas y 
sociales que hagan necesaria la planificación conjunta y la coordinación de 
determinados servicios y obras. 
d) Son entidades locales integradas por los municipios, cuyas características 
determinen intereses comunes necesarios de una gestión propia o pidan la 
prestación de servicios de dicho ámbito.



30. ¿Qué entidades pueden crear un área metropolitana?
a) Los municipios interesados, con audiencia previa de la Administración del 
Estado y de las diputaciones provinciales afectadas.     
b) Las comunidades autónomas, con audiencia previa de la Administración del 
Estado y de los ayuntamientos y las diputaciones afectados, mediante una ley, de 
acuerdo con lo que disponen los Estatutos respectivos.  
c) Las provincias, con audiencia previa de la Administración del Estado y de los 
ayuntamientos afectados.   
d) En la comunidad autónoma de las Illes Balears, los consejos insulares con 
audiencia previa de la Administración del Estado y de los ayuntamientos afectados.

31. Los consejos insulares amparan los derechos de los ciudadanos, mediante:

a)  Los  instrumentos  y  procedimientos  adecuados  para  recibir  la  información
institucional y administrativa para el ejercicio de sus derechos y participación en la
organización de la Administración insular.

b) La asistencia a las sesiones del Pleno en uso de las facultades determinadas
por el reglamento orgánico.

c)  Las  consultas  en  los  procedimientos  de  planificación  sectorial  y  elaboración
normativa.

d) Todas las respuestas anteriores son correctas.

32. Las proposiciones de ley de los consejos insulares deben aprobarse:

a) Por mayoría simple de los miembros asistentes al Pleno.

b) Por mayoría absoluta del Pleno.

c) Por mayoría simple del Consejo Ejecutivo.

d) Por mayoría simple del número de miembros del Pleno.

33. Las comparecencias del presidente o de los miembros del Consejo Ejecutivo
ante el Pleno o ante una comisión:

a) Pueden llevarse a cabo a petición únicamente del presidente, pero también si lo
solicitan al menos dos grupos políticos o el número de miembros del Pleno que fije
el reglamento orgánico.

b)  Se  pueden  llevar  a  cabo  a  petición  del  presidente  o  de  los  miembros  del
Consejo  Ejecutivo,  así  como si  lo  solicitan  al  menos  dos  grupos  políticos  o  el
número de miembros del Pleno que fije el reglamento orgánico.



c) Pueden llevarse a cabo a petición del presidente, así como si lo solicita un grupo
político o el número de miembros del Pleno que fije el reglamento orgánico.

d) Pueden llevarse a cabo a petición del presidente o de los miembros del Consejo
Ejecutivo, así como si lo solicita un grupo político o el número de miembros del
Pleno que fije el reglamento orgánico.

34.  En relación  con  los  planes  insulares  de  cooperación,  indique  la  respuesta
incorrecta:

a) Es un instrumento para contribuir a la financiación de las inversiones de carácter
prioritario que propongan las entidades locales.

b) Tiene carácter anual.

c) Tiene carácter plurianual.

d)  El  Gobierno  de  la  comunidad  autónoma  debe  colaborar  en  la  dotación
económica de los planes.

35 El proyecto de reglamento ejecutivo debe ser adoptado por:

a) El Consejo Ejecutivo.

b) El consejero ejecutivo competente por razón de la materia.

c) El presidente.

d) El Pleno.

36. Las resoluciones de los ministros se denominan:

a) Resoluciones ministeriales.

b) Órdenes ministeriales.

c) Decretos ministeriales.

d) Todas las respuestas anteriores son correctas.

37. Los reglamentos independientes se caracterizan por ser: 

a)  Los  que  regulen  materias  sobre  las  cuales  la  Constitución  ha  previsto
expresamente una reserva reglamentaria.



b) Aquellos que regulen materias en que no se ha producido una regulación previa
por ley y que no están protegidas por reserva material de ley. 

c)  Los  que  regulen  materias  sobre  las  cuales  la  Constitución  ha  previsto
expresamente una reserva reglamentaria, así como aquellos que regulen materias
en que no se ha producido una regulación previa por ley y que no están protegidas
por reserva material de ley. 

d)  En  España  no  pueden  haber  reglamentos  independientes,  dado  que  la
Constitución no ha previsto expresamente una reserva reglamentaria.

38. Los principios generales del derecho:

a) Son fuente indirecta.

b) Tienen un valor normativo superior a la costumbre.

c) Son fuente de aplicación a falta de ley y costumbre, sin perjuicio de su carácter
informador del ordenamiento jurídico. 

d) Tienen un valor normativo superior a la costumbre, sin perjuicio de su carácter
informador del ordenamiento jurídico.

39. Indicad la respuesta correcta:

a)  Las Cortes  Generales,  en materia  de competencia  estatal,  podrán atribuir  a
todas o a alguna de las comunidades autónomas la facultad de dictar,  para sí
mismas, normas legislativas en el marco de los princ       b) Las Cortes Generales,
en  materia  de  competencia  estatal,  podrán  atribuir  a  todas  o  a  alguna  de  las
comunidades autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas
en el marco de los principios, las bases y las directrices que fije una ley de bases.

c)  El  Gobierno,  en  materia  de  competencia  estatal,  podrá  atribuir  a  todas  o  a
alguna  de  las  comunidades  autónomas  la  facultad  de  dictar,  para  sí  mismas,
normas legislativas en el marco de los principios, las bases y las directrices que fije
una ley estatal.

d)  El  Congreso,  en materia de competencia  estatal,  podrá atribuir  a todas o a
alguna  de  las  comunidades  autónomas  la  facultad  de  dictar,  para  sí  mismas,
normas legislativas en el marco de los principios, las bases y las directrices que fije
una ley estatal.

40. Indicad la respuesta incorrecta relativa al reglamento de necesidad: 

a) El reglamento de necesidad implica la suspensión de la legalidad establecida.



b)  El  reglamento  de  necesidad  tiene  carácter  transitorio  en  el  ordenamiento
jurídico.

c) El reglamento de necesidad sólo se puede dictar por razón de la concurrencia
de circunstancias extraordinarias. 

d) El reglamento de necesidad tiene carácter de permanencia en el ordenamiento
jurídico.

41. De acuerdo con el artículo 157 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del
Sector Público, señale la respuesta correcta en relación con el directorio general
de aplicaciones:

a) Constarán tanto las aplicaciones disponibles de la Administración General del
Estado como las disponibles en los directorios integrados de aplicaciones del resto
de Administraciones.

b) Constarán únicamente las aplicaciones disponibles de las Administraciones de
las Comunidades Autónomas. 

c)  Constarán  las  aplicaciones  no  disponibles  de  todas  las  Administraciones
Públicas. 

d) Todas las respuestas son incorrectas.

42.  La Ley 40/2015,  de 1 de octubre,  de Régimen Jurídico del  Sector Público,
establece y regula lo siguiente:

a) Las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas.

b) Los principios de la potestad sancionadora.

c)  La  organización  y  funcionamiento  del  sector  público  institucional  para  el
desarrollo de sus actividades.

d)  Todas las respuestas anteriores son correctas.

43.  Según  la  Ley  40/2015,  de  1  de  octubre,  de  Régimen  Jurídico  del  Sector
Público,  en  los  casos  previstos  como  motivos  de  abstención,  los  interesados
podrán  promover  la  recusación  en  los  siguientes  casos  (señale  la  respuesta
correcta): 

a)  En cualquier momento de la tramitación del procedimiento. 

b) En cualquier momento anterior al trámite de audiencia. 

c) En cualquier momento anterior a la propuesta de resolución.



d) En cualquier momento anterior al inicio del procedimiento.

44.  Según  la  Ley  40/2015,  de  1  de  octubre,  de  Régimen  Jurídico  del  Sector
Público,  la  graduación  de  la  sanción  considerará  especialmente  los  siguientes
criterios (señale la respuesta incorrecta): 

a) El grado de culpabilidad o la existencia de intencionalidad 

b) La continuidad o persistencia en la conducta infractora 

c) La naturaleza de los perjuicios causados 

d)  La  reincidencia,  por  comisión  en  el  término  de  dos  años  de  más  de  una
infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución
firme en vía administrativa.

45. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 40/2015, de 1 de
octubre,  de  régimen  jurídico  del  sector  público,  estarán  exentos  de  la
responsabilidad que, en su caso, pudiera derivarse de los acuerdos adoptados por
los órganos colegiados:

a) Los miembros del órgano que emitan su voto por medios electrónicos o por
correo.

b) Los miembros del órgano que voten a favor.

c)  Los miembros del cuerpo que voten en contra o que se abstengan.

d) Ninguna de las anteriores es correcta.

46.  Según  el  art.  87  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  procedimiento
administrativo común de las administraciones públicas:

a) Antes de dictar resolución, el órgano competente para resolver debe realizar las
actuaciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento.

b) Antes de dictar resolución, el órgano instructor podrá decidir, mediante acuerdo
motivado, la realización de las actuaciones complementarias indispensables para
resolver el procedimiento.

c) Antes de dictar resolución, el órgano competente para resolver podrá decidir,
mediante  acuerdo motivado,  la  realización  de  las  actuaciones complementarias
indispensables para resolver el procedimiento.

d) Antes de dictar resolución, el  órgano instructor debe realizar las actuaciones
complementarias indispensables para resolver el procedimiento.



47. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta según el art. 120.2 de la
Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  procedimiento  administrativo  común  de  las
administraciones  públicas,  relativo  a  la  suspensión  del  plazo  para  resolver  un
recurso administrativo hasta que recaiga pronunciamiento judicial:

a) El acuerdo de suspensión podrá ser notificado a los interesados.

b)  El  acuerdo  de  suspensión  deberá  ser  notificado  a  los  interesados,  quienes
podrán recurrirlo.

c) El acuerdo de suspensión, contra el cuál no podrá interponerse ningún recurso,
deberá ser notificado a los interesados.

d) El acuerdo de suspensión no debe notificarse a los interesados.

48. Indique cuál de las siguientes respuestas es correcta según el art. 65.2 de la
Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  procedimiento  administrativo  común  de  las
administraciones públicas, que regula las especialidades en el inicio de oficio de
los procedimientos de responsabilidad patrimonial:

a) Es un requisito para iniciar un procedimiento de responsabilidad patrimonial que
haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado.

b)  Se  deberá  archivar  el  procedimiento  cuando  los  particulares  presuntamente
lesionados no se personen en el plazo establecido.

c)  El  acuerdo de iniciación  del  procedimiento se comunicará  a  los  interesados
concediéndoles un plazo de quince días para que presenten alegaciones.

d)  El  procedimiento iniciado se instruirá  aunque los particulares presuntamente
lesionados no se personen en el plazo establecido

49. Según el art. 56.3 de la Ley 3/2003, de 26 de marzo, de régimen jurídico de la
administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, las erratas en el
texto publicado, respecto del texto recibido, en el Butlletí Oficial de les Illes Balears:

a) Podrán ser corregidas por el órgano encargado del boletín, aunque previamente
lo debe comunicar al Consejo de Gobierno.

b) Podrán ser corregidas por Consejo de Gobierno, aunque previamente lo debe
comunicar al órgano encargado del boletín.

c)  Podrán  ser  corregidas  por  el  órgano  encargado  del  boletín,  que  deberá
comunicarlo  posteriormente  al  órgano  del  cual  haya  emanado  el  acto  o  la
disposición objeto de corrección.



d) Podrán ser corregidas por el órgano encargado del boletín, aunque previamente
lo debe comunicar al órgano del cual haya emanado el acto o la disposición objeto
de corrección.

50.  El  art.  61.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  procedimiento
administrativo  común  de  las  administraciones  públicas,  relativo  al  inicio  del
procedimiento por petición razonada de otros órganos, dispone que:

a) La petición vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento, si bien
deberá comunicar al órgano que la hubiera formulado los motivos por los que, en
su caso, procede la iniciación.

b) La petición no vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento, si bien
deberá comunicar al órgano que la hubiera formulado los motivos por los que, en
su caso, no procede la iniciación.

c) La petición vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento, si bien
deberá comunicar al órgano que la hubiera formulado los motivos por los que, en
su caso, no procede la iniciación.

d) La petición no vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento, si bien
deberá comunicar al órgano que la hubiera formulado los motivos por los que, en
su caso, procede la iniciación.

51. Según el art. 36.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del
sector  público,  el  plazo  para  practicar  pruebas  en  los  procedimientos  de
responsabilidad  patrimonial  a  las  autoridades  y  personal  al  servicio  de  las
Administraciones Públicas es:

a) De diez días.

b) No inferior a diez días ni superior a treinta.

c) De quince días.

d) No inferior a quince días.

52. Según el art. 28.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del
sector  público,  cuando  se  imponga  una  sanción  pecuniaria  a  varias  personas
conjuntamente, si es posible: 

a) Se tendrá en cuenta la capacidad económica de los responsables.

b) Se individualizará en la resolución en función de la capacidad económica de
cada responsable.



c) No se debe valorar el grado de participación de cada responsable.

d) Se individualizará en la resolución en función del grado de participación de cada
responsable.

53. Según el art. 36.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del
sector  público,  el  plazo  de  alegaciones  y  el  plazo  de  audiencia  en  los
procedimientos  de  responsabilidad  patrimonial  a  las  autoridades  y  personal  al
servicio de las Administraciones Públicas es de:

a) Diez días en ambos casos.

b) Diez días para presentar alegaciones y quince días para realizar la audiencia.

c) Quince días para presentar alegaciones y diez días para realizar la audiencia.

d) Quince días en ambos casos.

54. Según el art. 30.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del
sector  público,  en  defecto  de  una  ley  específica  las  infracciones  muy  graves
prescriben:

a) A los seis meses.

b) Al año.

c) A los dos años.

d) A los tres años.

55. Según el art. 30.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del
sector público, el plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse:

a)  Desde el  día  en  que sea ejecutable  la  resolución  por  la  que se  impone la
sanción o haya transcurrido el plazo para recurrirla.

b) Desde el día en que la infracción se hubiera cometido.

c) Desde el día siguiente a aquel en que sea ejecutable la resolución por la que se
impone la sanción o haya transcurrido el plazo para recurrirla.

d) Desde el día siguiente a aquel en que la infracción se hubiera cometido.



56. Señale la respuesta incorrecta. De acuerdo con el artículo 152.4  de la Ley
9/2017,  de  8  de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público,  por  la  que  se
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo
y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014:

a) El desistimiento del procedimiento deberá estar fundado en una infracción no
subsanable de las normas de preparación del contrato o de las reguladoras del
procedimiento de adjudicación.

b)  Se  deberá  justificar   en  el  expediente  la  concurrencia  de  la  causa  del
desistimiento.

c)  El  desistimiento  no  impedirá  la  iniciación  inmediata  de  un  procedimiento  de
licitación.

d)  El  desistimiento  impedirá  la  iniciación  inmediata  de  un  procedimiento  de
licitación.

57. Los contratos menores, de acuerdo con el artículo 29.8 de la  Ley 9/2017, de 8
de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público,  por  la  que  se  transponen  al
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014:

a) No podrán tener una duración superior a dos años.

b) No podrán tener una duración superior a un año.

c) No podrán tener una duración superior a un año, pero pueden ser objeto de
prórroga por un año más.

d)  No podrán tener  una duración superior  a seis  meses,  prorrogables por seis
meses más.

58.  De  acuerdo  con  el  artículo  68  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico
español  las  Directivas  del  Parlamento  Europeo  y  del  Consejo  2014/23/UE  y
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, respecto de las empresas no comunitarias:

a) Adicionalmente, el pliego de cláusulas administrativas particulares podrá exigir a
las empresas no comunitarias que resulten adjudicatarias de contratos de obras
que  abran  una  sucursal  en  España,  con  designación  de  apoderados  o
representantes para sus operaciones.

b) Adicionalmente, el pliego de cláusulas administrativas particulares podrá exigir a
las empresas no comunitarias que resulten adjudicatarias de contratos de obras
que estén inscritas en el Registro Mercantil.



c) Adicionalmente, el pliego de cláusulas administrativas particulares podrá exigir a
las empresas no comunitarias que resulten adjudicatarias de contratos de obras
que tributen en España.

d) Las respuestas a) y b) son correctas.

59. La ejecución del contrato de obras comenzará:

a) Con la formalización del contrato.

b) Con el acta de comprobación del replanteo.

c) Con la supervisión del proyecto.

d) Con la aprobación del contrato.

60. D'acord amb l'article 27 de la Llei 9/2017, de 8 de novembre, de contractes del
sector  públic,  per  la  qual  es  transposen  a  l'ordenament  jurídic  espanyol  les
directives del Parlament Europeu i del Consell 2014/23/UE i 2014/24 /UE, de 26 de
febrer de 2014, les qüestions relatives a la preparació i adjudicació dels contractes
privats de les administracions públiques, són competència de:

a) L’ordenament jurisdiccional civil.

b) L’ordenament jurisdiccional penal.

c) L’ordenament jurisdiccional laboral.

d) L'ordenament jurisdiccional contenciós administratiu.

61.  ¿En  virtud  de  qué  competencia  exclusiva  del  Estado,  se  dicta  el  Estatuto
básico del empleado público?

a) En virtud del artículo 149.1º.7ª de la Constitución Española

b) En virtud del artículo 149.1º.13º de la Constitución Española

c) En virtud del artículo 149.1º.18º de la Constitución Española

d)  En  virtud  de  la  regulación  de  las  condiciones  económicas  básicas  que
garantizan la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos.



62. Será requisito para autorizar a un funcionario del grupo A la compatibilidad de
actividades públicas, que la cantidad total percibida por ambas prestaciones

a) No supere la remuneración para el cargo de Director/a General  ni  supere la
retribución de la actividad principal incrementada en un 45%

b) No supere la remuneración para el cargo de Director/a General  ni  supere la
retribución de la actividad principal incrementada en un 40%

c) No supere la remuneración para el cargo de Director/a General ni  supere la
retribución de la actividad principal incrementada en un 35%

d) No supere la remuneración para el cargo de Director/a General  ni  supere la
retribución de la actividad principal incrementada en un 30%

63. La evaluación del desempeño atenderá a criterios de:

a) Transparencia, objetividad, imparcialidad y no discriminación.

b) Privacidad, subjetividad, imparcialidad y no discriminación.

c) Publicidad, igualdad, mérito y capacidad.

d) Privacidad, subjetividad, mérito y capacidad.

64. ¿Cuál de estas materias no son objeto de negociación según el Estatuto básico
del empleado público?

a)La determinación y aplicación de las retribuciones complementarias.

b)Los planes de previsión social complementaria.

c)Las propuestas sobre derechos sindicales y de participación.

d)El incremento de las retribuciones de personal.

65. Las infracciones graves prescriben a: 

a) Los 2 años

b) Los 3 años

c) Los 4 años

d) Al año



66. ¿Contra el acuerdo de aprobación definitiva del Presupuesto General, podrá
interponerse? 

a) Recurso Contencioso Administrativo. 

b) Recurso ante el Tribunal Económico-Administrativo Regional de las Illes Balears.

c) Recurso ante el Tribunal de Cuentas.

d) Recurso de Reposición previo al Recurso Contencioso Administrativo.

67.  Las  reglas  que  deben  seguirse  en  el  ejecución  del  presupuesto  están
contenidas en 

a) La Memoria explicativa del contenido del Presupuesto General de la Entidad
Local.

b) Las delegaciones de gastos con la asignación de competencias al  Pleno,  al
Alcalde o a los Tenientes de Alcalde, según sea la cuantía del gasto a incurrir.

c) Las Bases de Ejecución del presupuesto, adaptando las disposiciones legales
en materia presupuestaria a la organización y circunstancias de la propia Entidad
Local. 

d) El Informe Económico-Financiero donde se recogen las bases utilizadas para la
elaboración y ejecución del presupuesto.

68. La competencia para la disposición y la autorización de gastos de carácter
plurianual corresponderá 

a) Al Pleno municipal cuando su duración sea superior a cuatro años y el importe
acumulado de todas las anualidades supere el 10% de los recursos ordinarios del
presupuesto del primer ejercicio de la plurianualidad.

b)  Al  Alcalde  cuando  su  duración  sea  superior  a  cuatro  años  y  el  importe
acumulado de todas las anualidades no supere el 10% de los recursos ordinarios
del presupuesto del primer ejercicio de la plurianualidad.

c) Al Alcalde cuando su duración sea inferior a cuatro años y el importe acumulado
de todas las anualidades supere el 10% de los recursos ordinarios del presupuesto
del primer ejercicio de la plurianualidad.

d) Al Pleno municipal cuando su duración sea inferior a cuatro años y el importe
acumulado de todas las anualidades supere el 10% de los recursos ordinarios del
presupuesto del primer ejercicio de la plurianualidad.



69.  Finalizado  el  plazo  de  exposición  al  público  del  presupuesto  inicialmente
aprobado, no se requerirá acuerdo expreso de aprobación definitiva cuando:

a)  Exista  un  informe  favorable  del  Interventor  Municipal  y  así  lo  proponga  al
Presidente de la Corporación.

b) Al término del periodo de exposición se hubiesen presentado alegaciones y/o
reclamaciones al mismo. 

c) Exista el pleno consenso entre los diferentes grupos políticos que conforman el
Consistorio.

d) Al término del periodo de exposición no se hubiesen presentado alegaciones y/o
reclamaciones al mismo.

70. Una vez aprobado inicialmente el Presupuesto General de la Entidad Local,
este se expondrá al público por un plazo de 

a) Diez días naturales.

b) Quince días. 

c) Un mes hábil.

d) Un mes.

71. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a
la información pública y buen gobierno, ¿Cual es el plazo máximo para notificar la
resolución en la que se conceda o deniegue el acceso a la información pública?

a)  Un  mes  desde  la  recepción  de  la  solicitud  por  el  órgano  competente  para
resolver, sin posibilidad de ampliación de plazo.

b) Tres meses desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para
resolver, sin posibilidad de ampliación de plazo.

c)  Un  mes  desde  la  recepción  de  la  solicitud  por  el  órgano  competente  para
resolver, con posibilidad de ampliarse por otro mes de acuerdo con la ley.

d) Tres meses desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para
resolver, con posibilidad de ampliarse por otros 3 meses de acuerdo con la ley.



72. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a
la información pública y buen gobierno, la formalización del acceso a la información
pública:

a) Se realizará preferentemente por vía electrónica. Cuando no pueda darse el
acceso en el  momento de la notificación de la resolución deberá otorgarse,  en
cualquier caso, en un plazo no superior a diez días.

b) Se realizará preferentemente por vía electrónica. Cuando no pueda darse el
acceso en el  momento de la notificación de la resolución deberá otorgarse,  en
cualquier caso, en un plazo no superior a un mes.

c) Se realizará preferentemente por escrito en papel. Cuando no pueda darse el
acceso en el  momento de la notificación de la resolución deberá otorgarse,  en
cualquier caso, en un plazo no superior a diez días.

d) Se realizará preferentemente por escrito en papel. Cuando no pueda darse el
acceso en el  momento de la notificación de la resolución deberá otorgarse,  en
cualquier caso, en un plazo no superior a un mes.

73. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a
la información pública y buen gobierno, ¿Debe motivarse la solicitud de acceso a la
información?

a) Deberá estar motivada.

b) No debe motivarse en ningún caso.

c) No es obligatorio a motivar la solicitud, sin embargo, se puede motivar.

d)  La  ausencia  de  motivación  puede  ser  por  si  sola  causa  de  rechazo  de  la
solicitud.

74. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a
la información pública y buen gobierno, ¿qué entidades privadas están obligadas a
publicar de forma periódica y actualizada la información, cuyo conocimiento sea
relevante para garantizar la transparencia de su actividad?

a) Las que perciban durante el período de un año ayudas o subvenciones públicas
en una cuantía superior a 100.000 euros.

b) Las que perciban durante el período de un año ayudas o subvenciones públicas
en una cuantía superior a 10.000 euros.

c)  Las  que  perciban  durante  el  período  de  tres  años  ayudas  o  subvenciones
públicas en una cuantía superior a 100.000 euros.

d)  Las  que  perciban  durante  el  período  de  tres  años  ayudas  o  subvenciones
públicas en una cuantía superior a 10.000 euros.



75. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a
la información pública y buen gobierno, el derecho de acceso podrá ser limitado
cuando acceder a la información suponga un perjuicio:

a) Para la seguridad internacional.

b) Para los intereses económicos y comerciales.

c) Para los intereses políticos del gobierno.

d) Para la igualdad de genero.

76. Indique la respuesta correcta. Las administraciones públicas deben asistir en el
uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en los apartados 2 y 3
del artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre:

a) Cuando así lo soliciten, especialmente en lo referente a firma electrónica.

b)  Cuando  así  lo  soliciten,  especialmente  en  lo  referente  a  obtener  copias
auténticas.

c)  Cuando  así  lo  soliciten,  especialmente  en  lo  referente  a  digitalización  de
documentos.

d) Las respuestas a) y b) son correctas.

77.  De  acuerdo  con  el  artículo  6.3  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, uno de los
datos obligatorios que deben contener los asientos que se realicen en los registros
electrónicos generales y particulares de apoderamientos es:

a) Fecha de caducidad del poder.

b) Identificación del funcionario habilitado que registra el asiento.

c) Fecha de inscripción.

d) Número de días naturales por los que se otorga el poder.

78.  ¿Cuál de estas funciones no está asignada a las oficinas de asistencia en
materia de registros según el Real decreto 203/2021?

a) La anotación, en su caso, de los asientos de salida de los documentos.

b) La anotación de los documentos en el registro electrónico.

c) La práctica de notificaciones mediante la aplicación NOTIB.

d) La identificación o firma electrónica del interesado, salvo en el caso de personas
jurídicas.



79.  En  materia  de  actuación  y  funcionamiento  del  sector  público  por  medios
electrónicos, ¿qué documentos admitirán los registros electrónicos?

a)  Documentos  electrónicos  interoperables  correspondientes  a  los  servicios,
procedimientos y trámites que se especifiquen conforme a lo dispuesto en la norma
de creación de registro, cumplimentados de acuerdo con formatos abiertos.

b)  Documentos  electrónicos  normalizados  correspondientes  a  los  servicios,
procedimientos y trámites que se especifiquen conforme a lo dispuesto en la norma
de creación de registro, cumplimentados de acuerdo con formatos abiertos.

c)  Documentos  electrónicos  digitalizados  correspondientes  a  los  servicios,
procedimientos  y  trámites  que se  especifiquen  conforme a  lo  dispuesto  en  la
norma  de  creación  de  registro,  cumplimentados  de  acuerdo  con  formatos
preestablecidos.

d) Todas las respuestas son incorrectas.

80. ¿Qué órgano superior de la Administración de la Comunidad Autónoma de las
Illes Balears tiene las funciones de ordenación y coordinación de las oficinas de
asistencia en materia de registros (OAMR)?

a) La Consejería de Presidencia, Función Pública e Igualdad.

b) La Dirección General de Modernización y Administración Digital.

c) La consejería competente en materia de administración digital.

d) La Dirección General de Calidad de los Servicios.

81. En materia de los intercambios intermediados de datos entre Administraciones
Públicas, ¿qué agente actúa como emisor a la vez que como cedente?

a) Un cedente que facilita la cesión de sus propios datos.

b) Un emisor que facilita la cesión de sus propios datos.

c) Un cesionario que realiza directamente la consulta de sus propios datos.

d) Un requirente que realiza directamente la consulta de sus propios datos.



82. En materia de los intercambios intermediados de datos entre Administraciones
Públicas, ¿cuál es el agente que colabora en las tareas de auditoría cuando sea
requerido para ello, y facilita al Cedente la información o documentos necesarios
para el control de las consultas?

a) El cedente

b) El emisor.

c) El cesionario.

d) El requirente.

83.  No  forma  parte  del  contenido  mínimo  que  toda  sede  electrónica  o  sede
electrónica asociada debe poner a disposición de las personas interesadas:

a) La identificación del acto o disposición de creación.

b) El acceso al acto o disposición de creación.

c) El ámbito de aplicación de la sede electrónica o sede electrónica asociada.

d) La identificación de la dirección electrónica de referencia de la sede electrónica.

84. De acuerdo con la Norma Técnica de Documento Electrónico, ¿cuáles son los
componentes obligatorios de un documento electrónico?

a) Contenido, firma electrónica y metadatos del documento electrónico.

b) Contenido y metadatos del documento electrónico.

c)  Contenido,  índice  electrónico,  firma  electrónica  y  metadatos  del  documento
electrónico.

d) Contenido y sello electrónico del órgano responsable del documento

85. De acuerdo con la normativa Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el
que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público
por  medios  electrónicos,  las  aplicaciones  para  el  tratamiento  del  Registro
Electrónico General, ¿tendrán que permitir interoperabilidad con las herramientas
de gestión de expedientes?

a) Sí, en el ámbito de la Administración General del Estado.

b) No, la ley no hace referencia a ésta de interoperabilidad.

c) Sí, en el ámbito de todas las Administraciones Públicas.

 d) No, la ley recomienda esta interoperabilidad pero no la requiere.



86. La Directiva 2004/113/CE del Consejo de Europa, de 13 de diciembre de 2004,
por la que se aplica el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el
acceso a los bienes y servicios y a su suministro:

a) Establece la distinción entre discriminación directa y discriminación indirecta.

b) Establece la distinción entre discriminación múltiple y orden de discriminar. 

c) Establece la distinción entre acoso y acoso sexual.

d) Las respuestas a) y c) son correctas.

87. El órgano colegiado encargado de coordinar las poli?ticas y los programas que
realizan las administraciones autonómica, insular y local en materia de igualdad de
mujeres y hombres, es:

a) La Comisión de Igualdad.

b) El Observatorio para la Igualdad.

c) La Comisión para la Igualdad de Géneros.

d) La Comisión para la Igualdad de Sexos.

88.  El  Convenio  del  Consejo  de  Europa  sobre  prevención  y  lucha  contra  la
violencia contra las mujeres y la violencia doméstica establece como delito todas
las formas de violencia contra la mujer. Esto implica para los estados miembros
que:

a) Pueden desarrollar estos delitos en sus sistemas jurídicos

b) Ya no es necesario que introduzcan estos delitos en sus sistemas jurídicos

c) Pueden introducir estos delitos en sus sistemas jurídicos.

d) Deben introducir estos delitos en sus sistemas jurídicos



89. Indique la respuesta correcta en relación con lo que dispone la Recomendación
CM/Rec (2019) del Comité de Ministros a los Estados miembros para prevenir y
combatir el sexismo, adoptada el 27 de marzo de 2019:

a) Afirma que el sexismo se refuerza por los estereotipos de género que afectan a
mujeres y  hombres,  niñas y  niños,  e  impide la  consecución de la  igualdad de
género y el establecimiento de sociedades inclusivas.

b)  Recuerda que el  sexismo es  una manifestación  de  las  relaciones  de  poder
históricamente desiguales entre mujeres y hombres, que provoca discriminación y
que impide el pleno avance de las mujeres en la sociedad.

c) Observa que mujeres y niñas pueden ser objeto de discriminación múltiple e
interseccional  y  que  pueden  enfrentarse  a  un  sexismo  combinado  con  otras
normas o comportamientos discriminatorios, de odio o nocivos.

d) Todas las respuestas son correctas.

90.  Las  acreditaciones  de  víctimas  de  violencia  de  género,  que  regula  la  Ley
orgánica1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la
violencia de género:

a) Se podrán realizar mediante documentos sanitarios oficiales de comunicación a
la Fiscalía o al órgano judicial.

b) Se podrán realizar mediante declaraciones de otros menores de edad ante las
fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado.

c)  Se  podrán  realizar  mediante  declaraciones  de  familiares  ante  las  fuerzas  y
cuerpos de seguridad del Estado.

d) Las personas menores de edad no pueden ser víctimas de violencia de género.

91. De acuerdo con el artículo 16 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales,
cuando  se  haya  producido  un  daño  para  la  salud  de  los  trabajadores,  el
empresario:

a)  Debe  realizar  un  nuevo  Plan  de  Prevención  que  incluya  los  daños  de  los
trabajadores.

b) Debe llevar a cabo una investigación sobre el caso, a fin de detectar las causas
de los hechos.

c) Debe comunicar los hechos a la fiscalía.

d)  Debe  llevar  a  cabo  el  seguimiento  de  la  actividad  preventiva  a  fin  de
perfeccionar de forma continua las actividades de identificación.



92. ¿Qué actuaciones preventivas deben realizarse antes de la incorporación al
trabajo de jóvenes menores de dieciocho años?

a) Se realizará una evaluación del puesto de trabajo que éstos deban ocupar con
el fin de determinar la naturaleza, el grado y la duración de su exposición a los
riesgos  específicos,  a  agentes,  procesos  o condiciones  de  trabajo  que puedan
poner en peligro la seguridad o salud de este trabajador.

b) Deben incluirse en el plan de prevención y establecer formación específica.

c) Se debe hacer una evaluación global del puesto de trabajo.

d) Se tendrán sólo en cuenta las condiciones de seguridad del puesto de trabajo.

93. ¿Cuántos delegados de prevención son necesarios en la Administración 
Autonómica de las Islas Baleares con más de 5000 trabajadores?

a) Al menos un delegado de prevención.

b) Entre cuatro a cinco delegados de prevención.

c) Ocho delegados de prevención.

d) Sólo es necesario un delegado de personal.

94. ¿Qué artículo de la Ley 31/1995, de prevención de riesgos laborales establece 
la información, consulta y participación del personal?

a) El artículo 118.

b) Los artículos 5 y 8.

c) Los artículos 1 y 3.

d) El artículo 18.

95. El diseño y las características constructivas de los puestos de trabajo deben 
ofrecer seguridad frente a los riesgos:

a) Sólo por riesgos higiénicos.

b) De fatiga visual y postural.

c) De trauma auditivo.

d) De los riesgos de resbalones o caídas, choques o golpes contra objetos y 
derrumbes o caída de materiales sobre los trabajadores.



96. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de 
datos personales y garantía de los derechos digitales, el resultado positivo de sus 
ingresos se destinará por la Agencia Española de Protección de Datos a:

a) La caja única de la Administración del Estado.

b) La dotación de sus reservas con el fin de garantizar su plena independencia.

c) La dotación de reservas para financiar a las autoridades de control autonómicas.

d) El mantenimiento de los registros de actividades de tratamiento.

97. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de 
datos personales y garantía de los derechos digitales, ¿Qué implica el derecho a la
protección de los menores en Internet?

a) La utilización o difusión de imágenes o información personal de menores en las 
redes sociales y servicios de la sociedad de la información equivalentes que 
puedan implicar una intromisión ilegítima en sus derechos fundamentales y 
determinará la intervención del Ministerio Fiscal.

b) El sistema educativo garantizará la plena inserción del alumnado en la sociedad 
digital y el aprendizaje de un consumo responsable y un uso crítico y seguro de los
medios digitales.

c) Se garantizará un acceso universal, asequible, de calidad y no discriminatorio 
para toda la población, incluidos los menores.

d) Los usuarios menores de edad tienen derecho a la seguridad de las 
comunicaciones que transmitan y reciban a través de Internet.

98. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de 
datos personales y garantía de los derechos digitales, la Agencia Española de 
Protección de Datos tendrá la condición de representante común de las 
autoridades de protección de datos del Reino de España en:

a) el Parlamento Europeo.

b) la Comisión Europea.

c) el Comité Europeo de Protección de Datos.

d) el Consejo Europeo.



99. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de 
datos personales y garantía de los derechos digitales, cuando finalice la prestación
de los servicios del encargado, no procederá la destrucción de los datos:

a) Cuando exista una previsión legal que obligue a su conservación.

b) Cuando la situación de la tecnología no lo permita.

c) Cuando exista una previsión de poder reutilizar estos datos por parte del 
encargado.

d) Cuando exista una previsión de poder reutilizar estos datos por parte del 
responsable de protección de datos.

100. De acuerdo con el Título V de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
protección de datos personales y garantía de los derechos digitales, los 
responsables y encargados del tratamiento deberán designar un delegado de 
protección de datos (señale la respuesta incorrecta):

a) Los distribuidores y comercializadores de energía eléctrica y los distribuidores y 
comercializadores de gas natural.

b) Las empresas de servicios de inversión, reguladas por la legislación del 
Mercado de Valores.

c) Los tribunales que actúen en ejercicio de su función judicial.

d) Las entidades aseguradoras y reaseguradoras.

101. El catalán es la lengua:

a)De uso normal y preferente en la Administración insular y en las entidades que 
dependen de la misma.

b)De uso normal y exclusivo en la Administración insular y en las entidades 
dependientes.

c)De uso normal y general en la Administración insular y en las entidades que 
dependen.

d)De uso formal y habitual en la Administración insular y en las entidades que 
dependen de la misma.



102. Según el art. 35.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 
administrativo común de las administraciones públicas, deben ser motivados:

a) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del 
dictamen de órganos consultivos.

b) Los actos que propongan pruebas propuestas por los interesados.

c) Los acuerdos de aplicación de la tramitación ordinaria.

d) Los actos que reconozcan derechos subjetivos o intereses legítimos.

103. ¿De cuántos títulos consta la Constitución española de 1978?

a) De un título preliminar y VIII títulos.

b) De un título preliminar y IX títulos.

c) De un título preliminar y X títulos.

d) De un título preliminar y XI títulos.

104. La sede electrónica de una Administración Pública es:

a) La dirección electrónica de una Administración disponible para la ciudadanía a 
través de redes de telecomunicaciones.

b) La red de telecomunicaciones de la Administración que ofrece los servicios a 
toda la ciudadanía.

c) El conjunto agrupado de todos los procedimientos administrativos inventariados 
y clasificados por unidades orgánicas pertenecientes a una Administración.

d) El punto de acceso para la ciudadanía a las actuaciones que puede realizar con 
la Administración por medio de una autenticación electrónica.

105. Indique la respuesta correcta en relación con las acciones positivas que 
establece la Ley orgánica3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres:

a) Los poderes públicos adoptarán medidas específicas en favor de las mujeres 
para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho respecto de los 
hombres.

b) Las medidas tienen que ser aplicables en tanto que subsistan las situaciones de 
desigualdad.

c) Las medidas tienen que ser razonables y proporcionadas en relación con el 
objetivo perseguido en cada caso.  



d) Todas las respuestas son correctas.

106. El art. 25.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector 
público, dispone que el ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a los 
órganos administrativos que la tengan expresamente atribuida:

a) Por la Constitución.

b) Por una norma con rango de Ley.

c) Por disposición de rango legal o reglamentario.

d) Por las normas específicas de cada órgano.

107. En materia de registro electrónico, el Registro Electrónico General es:

a) Un registro electrónico del que dispondrá cada Administración Pública y en el 
que se realizará el asiento de cualquier documento que se presente o se reciba en 
cualquier órgano administrativo de esta administración. Aquellos organismos 
públicos o entidades de derecho público vinculado o dependiente de esta 
administración, dispondrán de su propio registro electrónico, plenamente 
interoperable e interconectado con el registro electrónico general de cuya 
administración dependan.

b) Un registro electrónico del que dispondrá cada Administración Pública y en el 
que se realizará el asiento de cualquier documento que se presente o se reciba en 
cualquier órgano administrativo de esta administración, así como también en 
cualquier organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente.

c) Un registro electrónico del que dispondrá cada Administración Pública y en el 
que se realizará el asiento de cualquier documento que se presente o se reciba en 
cualquier órgano administrativo de esta administración. Aquellos organismos 
públicos o entidades de derecho público vinculado o dependiente de esta 
administración, podrán disponer de su propio registro electrónico, totalmente 
independiente del registro electrónico general de cuya administración dependan.

d) Un registro electrónico del que dispondrá cada Administración Pública y en el 
que se realizará el asiento de cualquier documento que se presente o se reciba en 
cualquier órgano administrativo de esta administración, así como también en 
cualquier organismo público o entidad de derecho privado vinculado o 
dependiente.



108.Según  la Ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora de las bases de régimen local, el
personal al servicio de las Entidades locales estará integrado por 

a) Funcionarios de carrera, contratados en régimen de derecho laboral y personal 
eventual que desempeña puestos de confianza o asesoramiento especial.

b) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos y contratados en régimen de 
derecho laboral.

c) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos y personal eventual

d) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal eventual y personal 
directivo

109. ¿Qué actuaciones y trámites se efectúan mediante la sede electrónica de una 
Administración Pública?

a) Todas las actuaciones y trámites referidos a procedimientos o servicios que 
requieran la identificación de la Administración Pública y, en su caso, la 
identificación o firma electrónica de las personas interesadas.

b) Todas las actuaciones y trámites referidos a procedimientos que requieran la 
identificación de la Administración Pública o aquellos servicios que requieran un 
asiento de registro de entrada dentro de la Administración Pública y, en su caso, la 
identificación o firma electrónica de la ciudadanía.

c) Únicamente aquellas actuaciones y trámites referidos a procedimientos o 
servicios que estén implantados sobre una plataforma de tramitación telemática. 
Aquellas actuaciones o trámites que no dispongan de tramitación telemática, no 
tienen cabida en la sede electrónica.

d) Todas las actuaciones y trámites referidos a procedimientos o servicios que 
requieran un asiento de registro de entrada dentro de la Administración Pública y, 
en su caso, la identificación o firma electrónica de la ciudadanía.

110. De acuerdo con el artículo 116.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico 
español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, los pliegos de cláusulas administrativas y 
de prescripciones técnicas serán sustituidos por el documento descriptivo:  

a) En el caso de que el procedimiento elegido para adjudicar el contrato sea el 
procedimiento abierto simplificado.

b) En el caso de que el procedimiento elegido para adjudicar el contrato sea el de 
negociado sin publicidad.

c) En el caso de que el procedimiento elegido para adjudicar el contrato sea el  de 
negociación con publicidad.

d) En el caso de que el procedimiento elegido para adjudicar el contrato sea el de 
diálogo competitivo.


